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La encrucijada de Hidroltuango
La ejecu­

ción del me- 
gaproyecto 
de Hidroi- 
tuango y su 
entrada en 
operación es­
tán en medio 
de una gran 
encrucijada y 
sigue sin disi­
parse la gran 
incertidum­
bre sobre la 

suerte del mismo que generó 
la grave contingencia que se 
presentó en abril de 2018. Di­
cha contingencia, llevó a la 
Autoridad Nacional de Licen­
cias Ambientales (Anla) a expe­
dir la Resolución 820 del i°  de 
junio del mismo año m edian­
te la cual suspendió la licen­
cia ambiental que le había 
otorgado. Es de anotar que al 
momento en que se presentó 
la contingencia el avance del 
proyecto era de 84,3% y le sig­
nificó un retroceso hasta 60%. 
Justo al corte de diciembre de 
2021 estaba nuevamente alre­
dedor de 86,9%.

En el mismo acto adm inis­
trativo, la Anla le requirió a 
EPM  de Medellín presentarle 
un dictamen pericial, el cual 
contrató con la consultora chi­
lena Póyry y fue radicado ante 
la autoridad ambiental el pa­
sado 26 de diciembre, requisi­
to sine qua non este para re­
considerar la medida, en la 
cual se dejó establecido que 
“con base en sus propios aná­
lisis, la Anla definirá si lo con­
signado en el documento de 
Póyry cumple con lo solicitado 
para un eventual levanta­
miento de la medida preventi­
va impuesta a Hidroituango” y 
será entonces cuando emitirá 
“un pronunciamiento de fon­
do en relación a la medida 
preventiva impuesta”.

Esta papa caliente quedó en 
manos de la Anla y mientras 
esta no revoque la Resolución 
que suspendió la licencia am­
biental, sigue en firme “la sus­
pensión inmediata de todas 
las actividades regulares rela­
cionadas con la etapa de cons­
trucción, llenado y operación 
del embalse, que hacen parte 
de las actividades que se lle­
van a cabo dentro de la ejecu­
ción del proyecto” y sólo le es 
permitido al consorcio cons­
tructor adelantar las activida­
des y trabajos tendientes a 
“prevenir y mitigar los riesgos 
asociados a la contingencia 
presentada”, tales como poner 
a funcionar el vertedero o la 
recuperación de la casa de 
máquinas.

De modo que, como lo afir­
ma la superintendente de Servi­
cios Públicos, Natasha Aven- 
daño, “el cronograma de en­
trada en operación de las dos 
primeras unidades de genera­
ción de esta hidroeléctrica, 
proyectada por EPM  para julio 
y octubre de 2022 tiene un 
margen muy estrecho para el 
manejo de posibles im previs­
tos o crisis que se puedan pre­
sentar”, lo que llevaría a EPM
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a reincidir en el incum pli­
miento de sus obligaciones de 
entrega de la energía en el 
plazo estipulado.

Lo más preocupante del 
dictamen pericial de Póyry es 
que pese a que sostiene que 
el proyecto “es técnicam ente 
recuperable”, revela entre sus 
hallazgos cinco puntos críti­
cos, todos ellos de extrema 
gravedad, los cuales “pueden 
resultar, directa o indirecta­
mente, en la rotura de la pre­
sa, con las respectivas conse­
cuencias catastróficas” . Y 
plantea que “la m itigación 
más eficaz para solucionar 
este riesgo catastrófico con­
siste en acelerar en lo posible 
la puesta en m archa de las 
ocho unidades de genera­
ción” y no sólo las dos que se 
anuncian desatentadamente.

Y entre sus conclusiones 
plantea que, en este escena­
rio, para lograr tal cometido es 
im pensable el cambio de eje­
cutor del proyecto, ya que ello 
podría acarrear un retraso adi­
cional no menor a un año, con 
lo cual se estaría acrecentando 
el riesgo que está latente.

H AY QUE 
RECUPERAR EL 
TIEMPO PERDIDO 
Y  APRETAR EL PASO 
DEL PROYECTO

Pese a ello, EPM  insiste en 
el cambio de ejecutor a partir 
de noviembre, cuando conclu­
ya la última prórroga al con­
sorcio constructor y para ello 
se ha anunciado la apertura de 
una licitación, alegando que 
se trata de una “segunda fase” 
de un mismo proyecto, el cual 
no tiene solución de continui­
dad. Ello iría a contrapelo de 
lo que recom ienda Póyry, de 
no cambiarlo a riesgo de un 
retraso mayor para su entrada 
en operación, tanto más en 
cuanto que la decisión de la 
Contraloría General de cerrar 
el proceso de responsabilidad 
fiscal abierto contra las em­
presas que integran el consor­
cio, varios exgobernadores de 
Antioquia, exalcaldes de Me­
dellín, exgerentes de EPM y  las 
compañías aseguradoras, lue­
go que estas resarcieran el 
daño patrimonial establecido 
por el ente fiscalizador tasado 
en $4,3 billones, dejó sin piso
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la razón aducida en su m o­
mento por el Alcalde para no 
prorrogarle el contrato.

Huelga decir, que de no 
cumplirse con el nuevo crono­
grama planteado por EPM  para 
que las primeras unidades 
empiecen a generar energía 
entraría otra vez en incumpli­
miento a partir del i°  de di­
ciembre de la obligación de 
entrega de energía en firme 
(OEF) al mercado, lo cual con­
llevaría nuevas sanciones tan­
to por parte de la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas 
(Creg) como de la Superinten­
dencia de Servicios Públicos do­
miciliarios.

Como se recordará la Creg, 
mediante la Resolución 154 de 
2019, aduciendo “incum pli­
miento grave e insalvable” , 
sancionó a EPM  con la pérdida 
de las OEF para el cargo por 
confiabilidad asignada en su­
basta convocada por ella m e­
diante la Resolución 031 de 
2017 por 1.085 GWH/año por 
la no entrada en operación de 
Hidroituango el i°  de diciem ­
bre de 2018, como estaba pre­
visto. Ello implicó la pérdida 
del ingreso asociado a la obli­
gación contraída y la ejecu­
ción de una garantía bancaria 
por valor de US$43 ,1 m illo­
nes, la cual hizo efectiva la 
Operadora y administradora 
del Sistema Interconectado 
Nacional (SIN) XM  en diciem ­
bre de 2019. Por su parte, la 
Superintendencia le impuso a 
EPM  una sanción en modali­
dad de multa el 18 de noviem­
bre de 2021 por valor de 
$1.817.052.000 por el mismo 
motivo.

El tiempo apremia, además 
de la contingencia ahora toca 
lidiar con la incertidum bre 
que generan estos bandazos y 
cualquier dilación puede dar 
al traste con el proyecto, que 
podría colapsar, com prom e­
tiendo seriam ente no sólo la 
seguridad energética del país, 
sino que se podría exponer a 
un desastre de consecuencias 
impredecibles. No hay tiempo 
que perder, de lo que se trata 
es de recuperar el tiempo 
perdido y apretar el paso para 
acelerar la entrada en opera­
ción del proyecto y de paso 
conjurar el riesgo que puso 
de m anifiesto Póyry en su 
diagnóstico.
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